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Comonfort pone en sus notas su programa de hombre público que va al fin más 
alto y que se condensa en su expresión favorita: "conciliar la libertad con el orden". 
 
Comonfort no era caudillo; había sido el segundo jefe militar de una revolución que 
no tuvo más propósito concreto que el abatimiento de un tirano monstruoso y la 
aspiración vaga de conquistar libertades, cuya extensión se dejaba sin 
condiciones ni programa imperativo a un congreso constituyente. Para encabezar 
una revolución así, bastaba ser soldado de valor y ciudadano digno, y Comonfort 
era lo uno y lo otro en la más llena medida; pero para seguir hasta donde era 
necesario las consecuencias de la revolución que se tornó reformista y había de 
llegar hasta arrancar las raíces con que vivía una sociedad nutrida de tradiciones, 
se requería mucha más ambición, más audacia que las suyas; se requería la 
pasión de sectario convencido que él no sabía tener; la voluntad de sacrificar 
todos los bienes actuales, todos los intereses de momento de la sociedad con la fe 
de que el fin, triunfo de una idea fundamental, valdría para ella mucho más que 
los hombres muertos, la riqueza destruida, el crédito aniquilado en el exterior. 
 
Las dos tareas que imponía la necesidad política en la obra de la Constitución 
del país, eran imposibles de realizar a la vez, porque debían trabajarse por un 
solo espíritu predominante, fuese individual o colectivo, y no caben para la 
mezquindad humana, en un solo hombre, la serenidad práctica y la pasión 
jacobina. Es imposible ser a la vez Comonfort y Juárez, y ya es mucho ser 
uno de los dos. Para organizar la Nación y para fundar las tradiciones de 
gobierno que pudieran encaminarlo por el sendero del civismo al través de las 
sucesiones personales, nadie ha mostrado las altas dotes del Presidente de 
Ayutla; pero no era aquel el momento de nuestra historia que las necesitaba; la 
primera jornada era la de la Reforma, y los apremios de la necesidad histórica lo 
arrojaron del puesto que debía ocupar el hombre necesario. 
 
Quería Comonfort "conciliar todos los derechos y todos los intereses legítimos por 
medio de la tolerancia, de la fraternidad y de la concordia", para que no fuesen 
"enemigas ideas que deben ser hermanas: el orden y la libertad, la tradición y la 
reforma, el pasado y el porvenir", y para hacer que "se abrazaran como 
hermanos los hombres de buena fe militaban bajo las dos banderas".10 Creía, 
pues, posible la fusión de dos credos antagónicos y extremistas en uno 
nuevo, hecho de concesiones, que no declararía la fe de ningún dogma, como si 
pudiese haber credo sin dogmas y sin fe! Este error de criterio le hizo repugnar la 
Constitución como obstáculo para la concordia, y su acierto para juzgarla como 
de imposible observancia en lo relativo a la organización del gobierno, sirvió para 
empujarlo con más fuerza en el camino que no se resolvía a tomar. Breves días 
bastaron para cambiar absolutamente su posición, llevándolo del prestigio más 
notorio a la impopularidad más completa, y al salir del territorio nacional, lo 
acompañaban los rencores, las injurias y hasta la befa de los partidos que él 
quiso reconciliar. 
 
                                                 
10 Manifiesto publicado en New York.-1858. 
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"En política, dice Le Bon, los verdaderos grandes hombres son los que 
presienten los acontecimientos que preparó el pasado y enseñan los caminos 
en que es necesario empeñarse". Pero Comonfort no era un grande hombre; 
era algo mucho más modesto, pero no menos respetable: un gran ciudadano. 
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CAPÍTULO IX 
 

LA DICTADURA DEMOCRÁTICA 
 
 
El grande hombre era Juárez. Presintió los acontecimientos que en la incubación 
del pasado tenían una vida latente, pronta a convertirse en fuerza y en acción, y 
para dominarlos, comenzó por obedecer a la necesidad que había de 
producirlos. Comonfort interpretaba la revolución de Ayutla con fidelidad de 
jurista probo que respeta la ley; se atenía a sus tibias promesas y a sus 
modestas autorizaciones; creía que el plan revolucionario era un compromiso 
inviolable entre sus autores, representados por el gobierno, y los que en la lucha 
habían tomado participación; es decir, la Nación entera. Juárez vio en la 
revolución un síntoma y en la obra del Congreso Constituyente una aspiración 
ahogada; tomó el plan de Ayutla como promesa cumplida, que una vez 
satisfecha, había extinguido todo compromiso para lo porvenir; entendió que la 
evolución social, fuerza oculta de la victoria sobre Santa Anna, era una 
imposición del desenvolvimiento histórico; que había fuerzas capaces de 
realizarla, y en lugar de obedecer al Plan, tuvo por más obligatorio servir a la 
Constitución, que era el compromiso nuevo y que había reemplazado 
ventajosamente a los artículos incoloros del pacto de Ayutla, y servir a la 
Reforma, que era ya una consecuencia de los debates del Congreso. 
 
Juárez no paró mientes en los errores de la Constitución que imposibilitaba la 
buena organización del Gobierno; no trataba de gobernar, sino de revolucionar; 
no iba a someterse a una ley que para él y los reformistas era moderada e 
incompleta, sino a integrar la reforma que apenas delineaba; iba a satisfacer el 
espíritu innovador, regenerador, de la minoría progresista a quien tocaba toda la 
gloria de las conquistas alcanzadas en la Constitución, y cuyas derrotas no 
habían hecho más que atizar el ardor de todos sus correligionarios. Juzgar los 
detalles de la ley como base de gobierno, habría sido una puerilidad en 
momentos en que era imposible organizar y se necesitaba destruir. 
 
La Constitución, que para Juárez no podía ser más que título de legitimidad para 
fundar su mando, y bandera para reunir parciales y guiar huestes, era inútil 
para todo lo demás. La invocaba como principio, la presentaba como objeto de la 
lucha; pero no la obedecía, ni podía obedecerla y salvarla a la vez. Como jefe de 
una sociedad en peligro, asumió todo el poder, se arrogó todas las facultades, 
hasta la de darse las más absolutas, y antes de dictar una medida extrema, 
cuidaba de expedir un decreto que le atribuyese la autoridad para ello, como para 
fundar siempre en una ley el ejercicio de su poder sin límites. 
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Así gobernó de 1858 a 1861, como la autoridad más libre que haya sabido en jefe 
alguno de gobierno, y con la más libre aquiescencia de sus gobernados, puesto 
que sólo se le obedecía por los que tenían voluntad de someterse a su 
imperio; y así llegó al triunfo, y restableció el orden constitucional cuando entró en 
la capital de la República. 
 
Ya desde Veracruz en Noviembre de 1860, había expedido convocatoria para la 
elección de diputados y de presidente de la República que debía hacerse en 
Enero siguiente. Se retiran a los gobernadores las facultades extraordinarias que 
habían tenido. Las elecciones hechas, el Congreso se instala; Juárez, que no tuvo 
mayoría absoluta en la elección, por haberse distribuido los votos entre Lerdo de 
Tejada, González Ortega y él, es elegido por la asamblea. El Gobierno está 
constituido; ya puede comenzar plenamente el reinado de la Constitución. 
 
No le permitieron las necesidades de la lucha contra la reacción: el decreto de 4 
de junio dio facultades extraordinarias al Presidente en Hacienda; el del día 7 
suspendió garantías individuales y puso en manos del Gobierno facultades de 
rigor que volvían a darle un poder formidable, y declaró que la ley de 6 de 
diciembre de 56, para castigar la traición y reprimir rebeliones, estaba y había 
estado vigente; ley cuya rigidez se comprende por su sola fecha, que 
denuncia el objeto que se propuso y las circunstancias que la produjeron. 
Hecho al ejercicio del poder amplio, Juárez extendió el suyo cuanto convenía a 
las exigencias de la situación, aun cuando el Congreso estuviese reunido: 
por una circular autorizó a los gobernadores para aprehender "a las personas de 
quienes les constara que fomentaban la reacción o maquinasen de cualquier 
modo en contra de la paz", y dar después aviso al Ministerio respectivo. La ley 
de suspensión de garantías fue derogada en octubre; pero el decreto del 
Congreso expedido el 11 de diciembre restableció su vigencia, determinando que 
continuase en vigor hasta treinta días después de la siguiente reunión del 
Congreso; agregó dos artículos más de las garantías individuales a las ya 
comprendidas en la suspensión, y le otorgó facultades omnímodas, "sin más 
restricciones que la de salvar la independencia e integridad del territorio 
nacional, la forma de gobierno establecida en la constitución y los principios y 
leyes de Reforma". 
 
Al expirar el término de la nueva ley, las hostilidades se habían roto con las 
tropas francesas; la situación era más difícil que nunca, y el Congreso prorrogó 
las leyes de facultades extraordinarias y de suspensión de garantías, hasta que 
la asamblea que debía elegirse se reuniese en septiembre de 62 o cuando fuese 
posible. El Congreso se reunió en efecto, y decretó en octubre la prórroga de las 
leyes mencionadas en términos semejantes a los establecidos por la ley de 3 
de mayo. Por último, caída Puebla en poder del invasor tras su glorioso sitio, 
imposibilitado el funcionamiento de los Poderes públicos, el Congreso, antes de 
retirarse, otorgó otra vez las autorizaciones y ratificó la suspensión de garantías 
hasta treinta días después de que pudiera volver a reunirse. 
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No es posible asumir poder más grande que el que Juárez se arrogó de 63 a 67, 
ni usarlo con más vigor ni con más audacia, ni emplearlo con más alteza de 
miras ni con éxito más cabal. Fundado en el decreto de 11 de Diciembre que le 
concedió facultades omnímodas, sin más restricción que encaminarlas a la 
salvación de la Patria, ningún obstáculo encontró en su áspero camino que no 
fuera allanable; sustituyó al Congreso, no sólo para dictar toda clase de leyes, 
sino en sus funciones de jurado para deponer al Presidente de la Corte 
Suprema; y fue más allá: sustituyó no sólo al Congreso, sino al pueblo, 
prorrogando el término de sus poderes presidenciales por todo el tiempo que 
fuese menester; pero se atuvo a lo que la ley de diciembre le prescribía como 
restricción, y que era sólo en verdad la razón de ser de aquella delegación sin 
ejemplo: salvó a la Patria. 
 
El Gobierno volvió a la capital de la República y convocó a elecciones; el 8 de 
Diciembre de 1867 el Congreso abría sus sesiones, y en la del 20 declaraba 
Presidente constitucional a Juárez, que había obtenido la mayoría de votos de la 
Nación. El orden constitucional estaba restablecido y el Gobierno lo declaró así 
el 12 de abril de 68 en una circular que previno el respeto a las garantías 
individuales; pero desde Enero el Estado de Yucatán había sido declarado 
bajo el gobierno militar del estado de sitio, y en 8 de mayo el Congreso 
decretaba otra vez la suspensión de artículos constitucionales, sometiendo a 
juicio sumario militar a los que de cualquier modo trastornasen el orden. Volvía, 
pues, el Ejecutivo a tener facultades fuera de la constitución, y ya era sabido cómo 
solía usarlas el severo Presidente. La ley se las confería hasta el 31 de 
diciembre. 
 
En el año que siguió (1869), para no pasarlo en blanco, hay suspensión de 
garantías para los plagiarios y salteadores; pero, a juzgar por las leyes de 1870, 
no habían faltado ni un día facultades de importancia al Presidente de la 
República. En efecto, la del 17 de Enero declara que ha estado siempre vigente 
la de Comonfort de 6 de diciembre de 56; y no obstante estar reunido el 
Congreso, Juárez pone los Estados de Querétaro, Zacatecas y Jalisco en 
estado de sitio, en uso de las facultades que le confería la ley de 21 de Enero de 
1860. Ésta, pues, había estado en vigor siempre, y no podía ser más poderosa 
para destruir el orden constitucional, puesto que sometía la suerte de los 
Estados soberanos a la voluntad sin condiciones del Ejecutivo. Había sido dictada 
por el mismo Juárez en ejercicio de facultades extraordinarias, y autorizaba al 
Presidente para declarar un Estado o Territorio en estado de guerra o de sitio, 
declaración que daba a la autoridad militar facultades que importaban 
suspensión de garantías, y despojaba a los gobiernos locales de muchas de sus 
funciones. 
 
La ley de 17 de Enero de 70 es notable por el número e importancia de las 
garantías que suspendió; además, confirió facultades extraordinarias en 
Hacienda y Guerra al Ejecutivo. Parece increíble que todavía en el orden 
constitucional, definidas las garantías que quedaban en suspenso y los ramos 
que las facultades abarcaban, se declarase expresamente que el Ejecutivo no 
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podía, en virtud de aquellas autorizaciones, gravar ni enajenar el territorio, 
cambiar la forma de gobierno ni contrariar el Título IV de la Constitución, que se 
refiere a la responsabilidad de los funcionarios. El Congreso tenía presente que 
Juárez sabía sustituirlo hasta para hacer veces de gran jurado; pero no tenía 
derecho para desconfiar de su patriotismo. 
 
No se hizo esperar la manifestación enérgica de la acción habitual del Presidente. 
Sirviéndose de sus facultades en Hacienda, con un poco de violencia en el modo 
de aplicarlas, dictó un decreto el 31 de Enero, mandando que los primeros 
funcionarios del ramo procediesen a "asegurar los bienes de las personas 
que notoriamente estuviesen comprendidas en la ley de 22 de Febrero de 1832", 
para asegurar la responsabilidad civil de los sublevados contra el gobierno, por 
los perjuicios que causaran al fisco y a los particulares. La ley de 32, invocada 
como vigente, hacía responsables in solidum a los que tuviesen parte en una 
revuelta, de lo que ellos o sus jefes tomasen de propiedades privadas. El 
decreto de Juárez la amplió, restableció el procedimiento de las leyes de 56 y 58; 
pero, sobre todo, dejó al arbitrio de los funcionarios de Hacienda la calificación 
de los comprendidos en sus disposiciones, como una amenaza contra el espíritu 
revolucionario. 
 
La ley que tan ampliamente armó el jefe del Gobierno debía durar hasta Julio de 
1870; pero ya hemos dicho que la que lo facultaba para declarar el estado de 
guerra y de sitio, estuvo en vigor hasta Mayo de 71 en que pareció necesario, 
para anularla, que el Congreso la declarase inconstitucional expresamente. 
 
En 71 debían hacerse nuevas elecciones generales. Juárez, que contaba con la 
mayoría del Congreso, hizo reformar la ley electoral en las sesiones de mayo, 
con visible propósito de preparar su triunfo. Entre las modificaciones se hizo la 
del artículo que prevenía el voto por diputaciones en caso de que el Congreso 
tuviese que elegir al Presidente de la República, y se dispuso que el voto fuese 
individual. Sabía Juárez que la elección no iba a darle mayoría absoluta, 
desconfiaba de los gobernadores, que habían de ser los electores efectivos, y 
prefería atenerse a la mayoría de representantes que esperaba de los 
Estados de mayor población. 
 
En efecto, sus dos adversarios juntos, Lerdo de Tejada y el Gral. Díaz, 
alcanzaron más de la mitad de los votos expresados. La minoría oposicionista 
del Congreso pretendió en vano diferir la solución, con motivo de que veintisiete 
distritos no habían votado; se atacó al gobierno rudamente, atribuyéndole 
manejos ilegales para violar la libertad del sufragio, como la destitución del 
Ayuntamiento de la capital; pero al fin prevaleció la mayoría y Juárez fue 
declarado presidente para el nuevo período. No se necesitaba más para 
motivo de revolución, y estalló la de Oaxaca en Noviembre, ni Juárez había 
menester otra cosa para volver a las facultades extraordinarias. Así fue que se las 
confirió amplias el Congreso en Hacienda y Guerra en 1º. de diciembre, 
declarando vigente en su mayor parte la ley de 70, con la suspensión de 
garantías para los sublevados, y otra vez la de Comonfort de diciembre de 1856. 
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Al expirar el término de la ley, no obstante que la revolución estaba vencida, 
otro decreto prorrogó su vigencia hasta octubre. Durante la contienda, al 
Presidente le hacía falta la ley de 21 de Enero de 60, que lo autorizaba para 
declarar el estado de sitio e imponer el gobierno militar, pues el Congreso la 
había declarado inconstitucional en Mayo de 71; pero para él la fuente del 
poder era inagotable; y como la del 1o. de diciembre lo facultaba en el ramo de 
Guerra, tomó de ello base para declarar vigente la de 1860, y de ésta, 
fundamento para establecer el gobierno militar, durante el primer semestre de 
72, en los Estados de Tlaxcala, Aguascalientes, Hidalgo y Zacatecas. Juárez 
murió en julio con el poder formidable de las facultades extraordinarias con que 
gobernó siempre; los breves períodos en que por excepción no las tuvo, contó 
con la ley de estado de sitio que, cuando no estaba en ejercicio actual, se alzaba 
como un amago sobre los gobernadores. Con la Constitución no gobernó 
nunca. 
 
¿Era sólo porque le parecía más cómoda la dictadura? De ningún modo: era 
resultado de su convicción de que, con la ley de 57, el Ejecutivo quedaba a merced 
del Congreso y de los gobernadores. Cumplió la obra reformista iniciada por la 
Constitución y bajo el programa de los liberales del 57; pero de la organización 
que aquélla estableciera tenía tan mala opinión como el caudillo de Ayutla. 
Había visto en Septiembre de 1861, apenas restablecido el orden legal, que 
cincuenta y un diputados le pedían su abdicación a favor de González Ortega, 
de aquel general victorioso que, al prestar la protesta como presidente de la 
Corte Suprema, pronunciaba un discurso censurando la política del Gobierno 
sancionada por el triunfo; y había visto que cincuenta y cuatro representantes 
lo sostenían con la pobre mayoría de tres votos. ¿Qué habría de esperar de 
un congreso así, que él mismo calificó de convención? Bien sabía, por otra 
parte, que los gobernadores no podrían someterse democráticamente a las 
constituciones locales sin convertirse en juguete de los agitadores o de las 
legislaturas; que tenían que obrar de suerte que todo el poder estuviese en sus 
manos, y frente a jefes de Estado dictadores, era indispensable un presidente 
dictador. Juárez empleó aquellas fuerzas, que no podía destruir; se apoyó 
en los gobiernos locales, apoyándolos a su vez, y se mantuvo con una 
mayoría del Congreso de que los gobernadores lo proveían. 
 
Dos veces manifestó el gobierno de Juárez su opinión adversa a la 
organización constitucional, y al través de ella el propósito de mejorarla para 
hacer posible la estabilidad de los Poderes. Lo hizo las dos veces en ocasión 
del restablecimiento del régimen legal, al concluir los dos largos períodos de 
lucha que tuvo que resistir. En julio de 1861, cuando Juárez acababa de 
tomar posesión de la Presidencia en virtud de la elección, el Congreso expidió un 
decreto que no tenía sino efecto de programa; según él, la asamblea ocuparía 
de preferencia su período de sesiones siguiente "en acordar y decretar, 
conforme a la Constitución, todas las reformas que ésta necesita", y prevenía 
al Ejecutivo federal y a las legislaturas que enviasen sus iniciativas al hacerse 
la apertura de las sesiones. Esto revela la necesidad que Juárez sentía de 
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prontas y numerosas reformas, a las que deseaba dar preferente atención, a 
pesar de las graves que le imponían las agitaciones del momento. 
 
El propósito se malogró por las dificultades políticas que envolvieron otra vez 
al país en la guerra; pero no bien ésta concluyó y el Gobierno nacional volvió a 
la capital de la República, el intento de Juárez se expuso otra vez eficazmente en 
la convocatoria de 14 de Agosto para las elecciones de los altos funcionarios. 
En la parte expositiva decía la convocatoria que la experiencia demostraba la 
necesidad urgente de reformas constitucionales para afianzar la paz y consolidar 
las instituciones, estableciendo el equilibrio de los Poderes supremos y el 
ejercicio normal de sus funciones; y tan urgentes las veía el Gobierno, que 
determinaba, entre las disposiciones relativas al acto electoral, que al votar los 
electores expresaran si conferían autoridad al nuevo Congreso para reformar la 
Ley suprema sin los requisitos constitucionales dilatados, en los puntos y el 
sentido siguientes: establecimiento de dos cámaras; veto del Presidente, sólo 
subordinado al voto de dos tercios de representantes; informes por escrito, y 
nunca verbales, del Ejecutivo ante las cámaras; restricción a la facultad de la 
Comisión permanente para convocar a sesiones extraordinarias; sustitución 
provisional del Presidente en caso de faltar también el de la Suprema Corte. 
 
Estas modificaciones en la ley fundamental van de acuerdo con algunas de 
las que imaginaba Comonfort; pero Juárez y su ilustre consejero Lerdo de 
Tejada no pedían sino las que se necesitaban para robustecer al Ejecutivo, en 
tanto que el Presidente derrocado quería también las que había menester el 
establecimiento de la democracia. 
 
La dictadura de Juárez continuó bajo el gobierno de su sucesor, acelerado el 
sistema cuanto tenía que suavizarlo en la apariencia exterior y en los medios 
preferidos, el pulso del diplomático de educación refinada, y el orgullo del 
hombre esencialmente culto y seguro de la superioridad de su entendimiento. 
 
En la época de Juárez, los gobernadores eran fuertes, se sostenían por sí solos 
apoyados en sus adictos, tenían plenamente la responsabilidad de su posición, 
eran dueños de enfrentarse con el poder central y de rebelarse si era preciso; 
pero, ligados a él, eran capaces de prestarle una ayuda eficaz o por lo menos 
de dominar su jurisdicción en caso de revueltas generales, sin distraer ni 
rebajar por su necesidad de auxilio las fuerzas que el Gobierno federal debía 
emplear sobre el grueso de una revolución. Eran o habían sido caudillos con 
antecedentes en su localidad, mandaban por derecho propio, a semejanza de 
los caciques inferiores que prevalecían en los distritos, y se reelegían sin 
necesidad de autorización superior. Juárez los dejaba en libertad de ejercer su 
poder omnímodo, y cuando se rebelaban o amenazaban desconocerlo, los 
echaba abajo con la fuerza armada y con la del estado de sitio. 
 
Los gobernadores adictos a Juárez no tenían iguales motivos para serlo al que 
poco antes combatieran en las elecciones generales. Lerdo de Tejada, que no 
podía confiar en todos ellos, aprovechó varias veces los movimientos políticos 
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iniciados por los descontentos en un Estado para apoyarlos contra el gobernador 
juarista, y algunos fueron depuestos por las legislaturas que contaban con el 
beneplácito del Presidente y aun con el auxilio de la fuerza federal. El sustituto no 
traía ya las condiciones de origen ni de fuerza del antiguo gobernador; el 
ejemplo debilitaba a todos los demás y alentaba a sus enemigos; pero Lerdo 
necesitaba la sustitución de los caudillos de Estado, que eran la llave de la 
elección, la seguridad en el Congreso general y el equilibrio de su gobierno. 
 
Las circunstancias habían cambiado en el país por el momento; pero las 
condiciones del Gobierno, dependientes de la organización constitucional, eran 
las mismas. Desde 1870 se discutían en el Congreso las reformas propuestas 
para establecer el sistema de dos cámaras; pero Lerdo de Tejada no llegó a 
ver reunido el Senado sino hasta septiembre de 1875, en vísperas de la 
revolución que había de deponerlo. Por otra parte, no es de suponer que 
tuviese gran fe en aquel remedio aislado para equilibrar el Gobierno, puesto que 
la convocatoria de 67 había considerado necesarias todas las propuestas, y sólo 
se alcanzaba una. 
 
En consecuencia, fue al mismo fin que su predecesor (asegurar la estabilidad 
de su gobierno), por medios exteriores distintos, pero que en esencia eran 
iguales: apoderarse del Poder Legislativo para desarmarlo, y subordinar a los 
gobernadores para evitar rebeldías posibles y dominar todas las elecciones. El 
resultado fue una dictadura menos ostensible, pero tan cabal como la anterior. 
 
Desde mediados de 75, la dictadura recobra hasta los procedimientos 
abandonados; se suspenden las garantías individuales, restableciendo el vigor 
de la última que sirvió a Juárez; el Presidente vuelve a las facultades 
extraordinarias; un decreto de noviembre prorroga la de mayo, y añade la 
autoridad para declarar en estado de sitio los Estados en que el Gobierno lo crea 
necesario; y al hacerlo a principios de 76, respecto a Oaxaca, Jalisco y Chiapas, 
los decretos presidenciales declaran otra vez vigente la famosa y usada ley 
de Juárez de Enero de 60, que había declarado inconstitucional el Congreso de 
71. 
 
De la convicción de Lerdo sobre la ineficacia de la Constitución para el gobierno 
estable y eficiente, tenemos, no sólo testimonio, sino expresión razonada en la 
circular con que acompañó la convocatoria de 67 de que ya hablamos; circular 
que es un capítulo acabado de ciencia política, bastante a demostrar las altas 
dotes de su autor, su conocimiento excepcional de la materia y el pulso delicado 
con que era capaz de hacer la censura de lo que él quería parecer respetuoso. 
De un criterio que así se ensaña, no puede ponerse en duda que juzgaba lo 
mismo la obra de 57 como realizadora de la democracia, y si de ésta no habló 
ni sobre ella propuso reformas, fue quizá porque su finura de político experto le 
vedaba herir el sentimiento populista que es la estela de las revoluciones 
victoriosas. Sin embargo, es preferible creer, para llevar menor número de 
probabilidades de desacierto, que no juzgó la Constitución por esa fase, porque la 
democracia no entraba en sus preocupaciones. 
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Tocar la Constitución cuando acababa de entrar triunfalmente en la capital de 
la República, consagrada como emblema de la Nación y bandera 
ensangrentada del pueblo, era herir la víscera más noble; Lerdo comienza por 
ensalzarla, hablando con admiración de los principios de progreso que proclama, 
de las garantías que consigna y de "la forma de gobierno que establece, 
consagrada ya por la experiencia de algunos años de sacrificios"; pero después, 
entre calificativos de sabia y previsora, expresa que ella misma admite la 
posibilidad de las reformas. La ataca en seguida a fondo, revelando que 
"según en ella están constituidos los poderes, el Legislativo es todo y el Ejecutivo 
carece de autoridad propia frente al Legislativo", para concluir que el remedio 
es necesario y urgente. 
 
Pero el hábil ministro necesitaba defender el error antes de combatirlo: "el 
Gobierno, dice, no censura que se formase así en su época esa parte de la 
Constitución. Para algunos pudo ser esto un efecto de sentimientos políticos 
de circunstancias, mientras que, para otros, pudo ser muy bien un 
pensamiento profundo, político y regenerador". El pensamiento profundo era de 
él y no de los constituyentes; pero, al ponerlo en la defensa de éstos, quiso 
atribuírselos para disculparlos primero y atacar su obra después. He aquí el 
razonamiento: se necesitaba de reforma social, y puesto que no podía 
obtenerse en las circunstancias del año 57, los constituyentes quisieron 
encomendarla a la marcha normal de los poderes públicos para no renunciar a 
ella; un dictador se había visto ya que era impotente para realizarla, pues un 
hombre solo "podía carecer de elevación de miras, o de prudente energía en 
los medios, o de rectitud de intenciones, o de convicción de la necesidad o de 
resolución para conmover a la sociedad".11 
 
Los constituyentes no podían confiar la reforma a la guerra; pero tampoco 
debían esperarla ya de un hombre, dada aquella experiencia, y quisieron 
encomendarla al impulso y ardor más fácil de encontrar en la responsabilidad 
colectiva y audaz de una convención; "esto inspiró a los constituyentes la idea 
de crear una convención permanente en lugar de un Congreso". 
 
Así queda el Congreso Constituyente levantado y la Constitución venerada, 
mientras el golpe ha herido rudamente la entraña noble. Y luego, de la misma 
disculpa surge el motivo incontestable para cambiar lo que los constituyentes 
hicieron: la convención no tenía más objeto que la reforma social; hecha la reforma 
social, la convención era un peligro, lo que se necesitaba era un Congreso. "La 
marcha normal de la administración exige que no sea todo el Poder Legislativo 
y que ante él no carezca de todo poder el Ejecutivo. Para tiempos normales el 
despotismo de una convención puede ser tan malo o más que el despotismo 
de un dictador. Aconseja la razón, y enseña la experiencia de los países más 
adelantados, que la paz y el bienestar de la sociedad dependen del equilibrio 
conveniente y de la organización de los poderes públicos". 
                                                 
11 Completa justicia en esta doble alusión a Santa Anna y Comonfort respectivamente. 
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Esto, cuanto a los principios de la ciencia política. Por lo que ve a la experiencia 
de los hechos vividos, Lerdo de Tejada se refería a dos que contaban por 
mucho en la necesidad de las reformas. Hablando del predominio congresional 
que podía intentarse con pretensiones de parlamentarismo, decía: "Todos 
pueden recordar en México algunas escenas deplorables en que han padecido, 
a la vez, la dignidad y el crédito del Legislativo y del Ejecutivo con ocasión de 
algún interés particular y con grave perjuicio del interés público". En otro 
párrafo delata una conspiración congresista que nadie ignoraba entonces: "Así 
sucedió en fines de julio de 1861. Estuvo entonces a punto de realizarse el 
proyecto de hacer un cambio de gobierno, encausando al Presidente de la 
República y toda la Nación se preocupó con el inminente peligro de graves 
trastornos públicos”. 
 
Quien estaba convencido por las teorías científicas de tal modo y aleccionado por 
la experiencia de tal suerte, era imposible que de grado se sometiera a 
obedecer y servir a una Constitución que lo llevaría al fracaso; imposibilitado para 
establecer el equilibrio de los Poderes, cargó por su extremo el peso de la 
balanza y los puso todos en manos del Ejecutivo; es decir, continuó la 
dictadura. 
 
La revolución que depuso a Lerdo de Tejada y elevó a la Presidencia al Gral. 
D. Porfirio Díaz dio a éste una posición más libre que la que asumió su 
antecesor al subir al poder; no recogió, como él, una herencia que debiera 
respetar, ni una tradición con que fuera necesario transigir; llevado al Gobierno por 
la violencia revolucionaria, no tenía con el pasado compromiso alguno, sino que 
sentía el apremio de la lógica para destruirlo. Llegaba, sí, al poder rodeado de 
héroes que tenían derechos superiores a los que da la tradición en la sucesión 
legal y pacífica; pero además de los fueros que le daba la jefatura de una 
revolución que se había hecho en su nombre y que tenía mucho más de 
personalista que de reivindicadora, ninguno de sus cabos le igualaba en 
historia ni se le acercaba en popularidad ni en prestigio. Gobernó con ellos, pero 
no compartió con ellos el poder; su acción fue, en los comienzos, embarazada, 
pero siempre dominadora; se apoderó de los Estados por la cohesión de sus 
amigos que se habían hecho gobernadores, y una evolución política realizada 
en 1880 exigió el cambio de la cohesión revolucionaria en adhesión personal 
como título para estar unido a su suerte. 
 
Entró a sustituirlo el Gral. D. Manuel González en la administración; pero la 
dirección política permaneció, durante aquel período, en manos del Gral. Díaz. 
Al recobrar el poder en 1884 había ya preparado la nueva y trascendental 
evolución que transformaría su gobierno, y que se realizó dando entrada en la 
política y en la administración a los elementos poderosos que con Juárez y 
Lerdo se habían ejercitado en las luchas y educado en el manejo de los 
negocios públicos. Libre de principios extremos, repugnando la intolerancia y 
dotado de un espíritu de benevolencia para el que no había falta imperdonable 
ni error que imposibilitara el olvido, planteó una política de conciliación que no 
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tuvo la aprobación de todos; pero con ella quitó las barreras a los tradicionalistas 
del nacimiento, de la creencia y de la historia y los hizo entrar en el campo 
neutral o promiscuo de su política, en que, si no se fundían, se mezclaban 
todas las convicciones. Desde entonces su poder, que había sido siempre 
dominador, pero no exento de violencia, no encontró obstáculo alguno en un 
camino que el interés común le allanaba. Guardó siempre las formas, que son la 
cortesía de la fuerza. Todas las clases, todos los grupos que clasifica una idea, 
un estado social o un propósito estaban con él, no como vencidos, sino cobijados; 
así, cuando el elemento social estaba de su parte, el político no podía ser ya 
objeto de preocupaciones. 
 
La dictadura benévola podía desenvolverse entonces en medio del asentimiento 
general, formado de respeto y de admiración, de temor y desconfianza, de 
sugestión trasmitida, hasta de costumbre aceptada y aun de preocupación 
contagiosa. El régimen del Gral. Díaz era transitorio por personal; para realizar el 
absurdo de un gobierno sin partidos, lo fundó sobre un programa sin principios; 
logró borrar pronto la revolución y estuvo a punto de borrar los credos, y por 
no ser obra de partido, la suya se desenvolvió como amplia y noblemente 
nacional. Durante los veintiséis años de su segunda administración, México 
vivió bajo la dictadura más fácil, más benévola y más fecunda de que haya 
ejemplo en la historia del Continente americano. 
 
La extraordinaria duración de su gobierno fue resultado del buen éxito, y no es 
presumible que fuese un propósito deliberado desde el primer día; los 
procedimientos seguidos venían aconsejados por las circunstancias sucesivas 
y dictados por una habilidad suma; pero el sistema de gobierno, implantado 
desde el principio a pesar de los obstáculos, de asumir todo el poder, era 
producto de la convicción y fruto de la experiencia. El Gral. Díaz, por el alto 
sentido práctico con que juzgaba la historia que había vivido, sabía quizá tanto 
como Lerdo de Tejada por sus estudios de ciencia política; conocía los peligros 
constitucionales del Gobierno, los amagos de los gobiernos locales, las 
asechanzas congresistas; por cierto que perteneció al Congreso de 61 que 
quiso deponer al presidente autor de la Reforma, y fue de los que lo 
sostuvieron contra los cincuenta y un disidentes que le pidieron su dimisión. 
Sabía, como Juárez y Lerdo, que Comonfort tenía razón al declarar imposible el 
equilibrio de los poderes públicos que la Constitución establecía. 
 

*  *  * 
 
Desde 1857 acá hemos tenido una Constitución venerada, idolatrada, cuyo elogio 
se han transmitido las generaciones, como pasan de padres a hijos las 
laudatorias a los dioses que dan el pan, el sol y el aire, y que pueblos enteros 
repiten después con maquinal constancia e invencible superstición. Este 
sentimiento extravagante, adoración de ídolo sagrado a una ley que sólo debe 
ser estimada por su utilidad y acatada para el bien común, tuvo su utilidad 
como fuerza fanática en un pueblo hecho a desconocer la autoridad de las 
leyes y a revolverse contra todas. Ya hemos observado que la victoria de la 
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Constitución determinó una etapa nueva en nuestro progreso político: antes de 
67, todas las revoluciones tenían por base el desconocimiento de la 
Constitución vigente; de entonces acá, todas las revueltas han invocado la 
Constitución ultrajada. Esto quiere decir que salimos, merced a la obra de 57 y 
las luchas que provocó, del período caótico en que se buscaba una forma de 
gobierno, y ésta se fijó mediante la reforma social que los liberales del 
Constituyente, derrotados en el Congreso, dejaron planteada, necesaria e 
inevitable. En ese sentido, todo encomio es pálido en honor de los progresistas de 
57. 
 
Durante la guerra de Tres Años, los conservadores combatían para destruir la 
Constitución y los liberales para abrirle brechas. Cada ley de Juárez era una 
reforma o adición que desgarraba un artículo de la ley que tenía por bandera 
y que reformaba a cañonazos. Las leyes de Reforma fueron superiores a la 
Constitución, puesto que la modificaban sin los requisitos necesarios, hasta que 
en 1873 entraron en ella para no seguir ofendiéndola. Después de su época de 
legislador supremo, depuesta ya la autoridad que lo mantuvo sobre la 
Constitución, Juárez pidió al pueblo, con discreta cortesía, que le permitiera 
hacer en la organización del Gobierno profundas modificaciones, opuestas 
diametralmente a las teorías y a las convicciones del Congreso Constituyente. 
Y sin embargo de esas demostraciones contra la Ley suprema, el sentimiento de 
adoración por ella seguía firme en el pueblo, incapaz de darse cuenta de las 
opiniones ni de los actos de sus hombres de primera línea. 
 
Este sentimiento dejó de ser útil desde hace tiempo y es hoy gravemente 
perjudicial. Después de más de medio siglo de experiencia, y cuando una 
serie de presidentes, todos hombres superiores de que podríamos 
enorgullecernos, han hecho a una parte la Constitución y han establecido la 
dictadura, el criterio, extraviado por la adoración de la ley que se supone 
perfecta, culpa ciegamente a la codicia de los gobernantes. 
 
Todos los presidentes han sido acusados de dictadura y de apegarse al poder 
perpetuamente; pues bien, la dictadura ha sido consecuencia de la organización 
constitucional, y la perpetuidad de los presidentes una consecuencia natural y 
propia de la dictadura. En la organización, el Poder Ejecutivo está desarmado 
ante el Legislativo, como lo dijo Comonfort y lo repitieron Juárez y Lerdo de 
Tejada; la acción constitucional, legalmente correcta del Congreso, puede 
convertir al Ejecutivo en un juguete de los antojos de éste, y destruirlo 
nulificándolo. La acción mal aconsejada de la Suprema Corte podría atar al 
Ejecutivo, detener sus más necesarios procedimientos, subordinar a propósitos 
políticos la independencia de los Estados, y aun embarazar las facultades del 
Congreso. Los gobiernos locales pueden y han podido resolver de la suerte 
de la Nación a poco que el gobierno central se complique en dificultades, y tiene 
el poder, cuando menos, de crearlas muy serias. 
 
Si los presidentes, ante estas amenazas, han procurado someter todas las 
funciones públicas a su voluntad en defensa de su interés propio, lo cierto es 
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que, al guardar el suyo, salvaron el de la Nación, y no hay derecho para 
asegurar que no lo tuvieron en cuenta. La dictadura se habría impuesto en el 
espíritu más moderado como una necesidad, o habría aparecido al fin como 
resultante de las fuerzas desencadenadas, después de todos los estragos 
propios del desorden y la anarquía. 
 
Hecha la dictadura, que es el poder único y omnipotente, su primera condición 
intrínseca es la perpetuidad. La omnipotencia a término fijo es un absurdo, y ya 
que la dictadura no puede contar con la eternidad, que la haría divina, se 
ampara en lo indefinido, que no deja como fin posible sino la incertidumbre de la 
muerte o la incertidumbre de la abdicación, que es también un acto de autoridad 
suprema. La voluntad de ejercer el poder sin límites indefinidamente, que han 
mostrado los presidentes mexicanos, no puede elogiarse como una virtud; 
pero es irremediablemente humana, y es insensato pretender que las 
instituciones se corrijan con el ejercicio de virtudes excepcionales y tenerlas por 
sabias cuando exigen en los funcionarios cualidades de superhombre. 
 
Si según la concepción de Emerson, la humanidad puede representarse por unos 
cuantos de sus grandes hombres que la sintetizan, con más razón las épocas de 
los pueblos pueden representarse por los pocos hombres que las han 
presidido. La historia de México independiente, en lo que tiene de 
trascendental, cabe en las biografías de tres presidentes: Santa Anna, Juárez y 
Díaz. El primero parece deparado para seguir en todos sus vaivenes, merced a 
su flexibilidad desconcertante, los movimientos contrarios de un período sin 
orientación; época de anarquía de partidos, de infidencia en los principios, de 
gobiernos que revolucionan, de ejércitos que se rebelan, de vergüenzas que 
no sonrojan y de humillaciones que no ruborizan. Juárez, el dictador de 
bronce, reúne escogidas las cualidades del caudillo de la Reforma; tiene la 
serenidad para el acierto, la tenacidad para la perseverancia, la intolerancia para 
el triunfo sin concesiones; hace la reforma social, consagra una constitución 
definitiva, fija la forma de gobierno y encauza la administración. El Gral. Díaz, 
soldado con temperamento de organizador, hace dos revoluciones para 
establecer la paz, impone el orden que garantiza el trabajo a que aspiraban los 
pueblos cansados de revueltas, favorece el desarrollo de la riqueza pública, 
comunica los extremos del país, pone en movimiento las fuerzas productivas y 
realiza la obra, ya necesaria y suprema, de la unidad nacional. 
 
La vista sola de estas tres etapas de un pueblo que no tenía en 1821 ninguna 
vida política y que estaba condenado a comenzar su historia tan tarde, 
demuestra que se ha avanzado mucho en la transformación de las 
sociedades. Los escritores extraños, que atribuyen nuestro atraso en la práctica 
de las instituciones y en la educación política a ineptitud e inferioridad de 
raza, tanto como a inmoralidad y perversión de sentimientos, se olvidan de 
que hablan desde la cima de sus treinta siglos de historia. Nosotros parece que 
nos damos prisa a compendiar la nuestra, y nos sentimos necesitados de 
resumir en lustros los siglos de la historia humana. 
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La impaciencia de los pueblos cultos no sufre la torpeza de nuestros primeros 
pasos, ni halla disculpa a los errores de una nación nueva que se erige sobre la 
trabajosa transformación de una raza. Nosotros, sometidos por sugestión a tal 
injusticia, en lugar de acudir a los razonamientos que la demuestren, nos 
contentamos con buscar excusas que la aplaquen. Sin embargo, la única nación 
autónoma y nueva que pudiera mostrarse como ejemplo de organización 
tranquila y pronta, los Estados Unidos, se hizo, no por la transformación de un 
pueblo, sino por el trasplante de Europa a América de una raza que venía al 
Continente occidental a continuar su vieja historia. 
 
La nuestra, en la época constitucional, tiene de notable que nuestros grandes 
presidentes han ejercido la dictadura favoreciendo las evoluciones que cada 
etapa requería. No ha sido que un despotismo brutal haya hecho estragos en 
los pueblos; es que la desproporción entre las instituciones prometidas y las 
posibilidades de realización, han irritado la impaciencia de los hombres que han 
puesto sus pasiones y sus fuerzas al servicio de los que prometen de nuevo la 
vida popular libre y activa. En vez del quietismo de las tiranías, hemos tenido con 
las dictaduras democráticas un movimiento de avance y una evolución continuos. 
 
Pero bajo tal régimen, lo que no puede progresar y ha tenido que permanecer 
estacionario, es la práctica de las instituciones, sin la que serán siempre una 
quimera la paz permanente, el orden asegurado, que son el objeto de la 
organización nacional, para conjurar peligros exteriores y realizar los fines de la 
vida en el seno de las sociedades. Quizá examinando a fondo los hechos y las 
circunstancias, nos convenciéramos de que ello no era posible antes de que 
concluyera la obra de la unidad nacional, que es apenas de ayer, dado el 
alejamiento en que los pueblos de la República vivieron; pero cuando esa obra 
está realizada en las condiciones principales que la revelan y la hacen sentir, 
nada más necesario ni más eficaz, para llevarla hasta el fondo del 
sentimiento general, que el cumplimiento de las instituciones comunes que 
juntan las aspiraciones y suman los esfuerzos en favor de propósitos y de 
ideales también comunes. Si la dictadura fue necesaria en la historia, en lo 
porvenir no será sino un peligro; si fue inevitable para sostener el gobierno, que 
no puede vivir con la organización constitucional, es urgente despojarla de sus 
fueros de necesidad, poniendo a la Constitución en condiciones de garantizar la 
estabilidad de un gobierno útil, activo y fuerte, dentro de un círculo amplio, pero 
infranqueable. 
 


